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Cámara de Diputados de la Provincia de Santa Fe


PROYECTO   DE   COMUNICACIÓN
La CÁMARA DE DIPUTADOS DE LA PROVINCIA DE SANTA FE vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio del organismo que corresponda, proceda a informar:

1º - Si es cierto que en el año 2004 habría existido una relación de incompatibilidad entre la persona que ejercía la delegación del Tribunal de Cuentas en el Instituto Autárquico Provincial de Industrias Penitenciarias (IAPIP), con proveedores de alimentos para reclusos y agentes de las fuerzas de seguridad provinciales.

2º - Si es cierto que María Claudia Arroyo, Croma SRL, y Oscar A. Coullery, durante el año 2004 fueron proveedores del Instituto Autárquico Provincial de Industrias Penitenciarias (IAPIP), y en tal caso, si el Poder Ejecutivo ha detectado alguna relación entre dichos proveedores, que llevarían a pensar en algún grado de organización que pudieran perjudicar los intereses del Estado.
3º - Cuáles son las medidas que habitualmente implementa el Poder Ejecutivo, para que en las adquisiciones por contratación directa o con concurso de precios, se garantice la máxima transparencia, evitando que la constitución de empresas ad-hoc y sus relaciones con funcionarios públicos puedan lesionar los intereses del Estado.
4º - Si el Tribunal de Cuentas de la Provincia ha instruido sumario administrativo o aplicado sanción directa a la contadora fiscal Mónica Pedriel por quebrantamiento de las prohibiciones del Art. 14 inc. d) de la Ley 8.525 y Decreto 10204/58, e incumplimiento de los deberes del Art. 13 inc. l) la Ley 8.525, y en tal caso, se envíe copia de las actuaciones labradas.

5º - Si el Tribunal de Cuentas de la Provincia ha resuelto el reemplazo de la mencionada profesional en la titularidad de la Delegación Fiscal del IAPIP, y en tal caso, se acompañen actos administrativos respectivos.
Señor Presidente:

Recientemente, se nos hizo llegar un artículo de la Revista Tercer Mundo - Nº 27 perteneciente al mes de abril -, donde se denuncian una serie de hechos que, de constatarse, implicarían gruesas irregularidades que nos deberían preocupar y ocupar a todos en superarlas inmediatamente.
Concretamente, se afirma que “la relación familiar entre una delegada del Tribunal de Cuentas - encargada de controlar las operaciones de proveedores del Instituto Autárquico Provincial de Industrias Penitenciarias (IAPIP), dependiente del Ministerio de Gobierno de Santa Fe - con empresas que venden a estas dependencias alimentos para reclusos y agentes de las fuerzas de seguridad provinciales, se suma a las irregularidades detectadas en operaciones de “compras directas” durante el último gobierno de Carlos Reutemann. 

Las operaciones entre proveedores del Estado y miembros de la administración pública, paradójicamente encargados de fiscalizar e impedir este tipo de irregularidades, pusieron al descubierto groseros hechos ilícitos en la Dirección de Administración de la Gobernación, tal como plasmaron varias investigaciones publicadas en ediciones de Tercer Mundo.

Durante la última gobernación de Carlos Reutemann, esa jurisdicción, a cargo entonces del CPN Jorge Adrover, permitió numerosas compras directas a empresas fantasmas de familiares de empleados de la oficina de “Rendición de Cuentas”, una subárea a cargo de dicha Dirección de Administración. Pese a ser partícipe necesario en estos hechos, Adrover fue “premiado” recientemente por Jorge Obeid, con un traslado a la Secretaría de Derechos Humanos (Decreto 33/04).

Lo mismo sucedió con Norberto Correa, ex habilitado de la Gobernación, luego de ser denunciado por Tercer Mundo tras obtener un subsidio del Poder Ejecutivo para su hijo Ezequiel, por $ 2.700, alegando “no tener trabajo”. Sin embargo, Correa era uno de los empleados de la repartición que controlaba estos subsidios y el manejo de sumas millonarias. 

Pero el círculo de las irregularidades no se limita a la Gobernación. Mónica Pedriel, Contadora Fiscal del Tribunal de Cuentas en el IAPIP, es la esposa de uno de los proveedores de alimentos de esa dependencia, Juan Carlos Leoni, según se desprende de varias facturas relativas a compras directas a las que tuvo acceso la Revista. Otra de las empresas que proveen víveres secos para reclusos y agentes de las fuerzas de seguridad provinciales, pertenece a María Claudia Arroyo. Según pudo constatar Tercer Mundo, el titular del teléfono de la empresa de Arroyo, que figura en las facturas presentadas ante las autoridades provinciales, es su tío: Juan Carlos Leoni. La nómina de familiares parece completarse con un dato más que llamativo. De acuerdo a la documentación existente, quien recibió los pagos por las operaciones entre estos proveedores - vinculados familiarmente a Pedriel - y el Estado, es un tal Ezequiel Leoni. Pero este “cobrador” no sólo percibió los montos relativos a las ventas realizadas por los proveedores anteriormente descriptos, sino que también figura como la persona encargada de la percepción de fondos de otros dos proveedores del Ministerio de Gobierno, domiciliados en la ciudad de Rosario: “Croma SRL” y Oscar A. Coullery: Un dato que agrega un enorme signo de interrogación respecto a la propiedad de todas estas empresas, beneficiadas reiteradamente a través del mecanismo de compras directas con el Estado santafesino durante la gobernación Reutemann. 

Vía libre

A la complicidad de la Contadora Fiscal del Tribunal de Cuentas de la provincia en el IAPIP, Mónica Pedriel, vital para que estas operaciones puedan concretarse sin ninguna clase de objeción por parte del órgano encargado del “control externo” de los gastos efectuados por el Estado, se suma la aprobación de estas operaciones del CPN Oscar Biagioni, quien hasta el reciente recambio de autoridades provinciales estaba encargado desde la Subsecretaría de Logística del Ministerio de Gobierno, de auditar internamente todas estas compras directas. Biagioni es un personaje de perfil bajo, que ascendió en la pirámide de la administración pública por su vinculación con el reviglismo. Luego formaría parte de la armada menemista, junto a Claudia Bello y Rodolfo Vacchiano, en la Intervención a la provincia de Corrientes. 

Precisamente, antes que Víctor Félix Reviglio, el último mandatario perteneciente a la célebre “cooperativa peronista”, dejara la gobernación de Santa Fe en 1991, Biagioni usó sus contactos en la estructura partidaria para nombrar más de diez empleados en el Tribunal de Cuentas santafesino, dejando una verdadera herencia reviglista en la segunda línea de la estructura del órgano de control. Luego el reutemismo se encargaría de copar el Tribunal, siguiendo la línea nacional de Carlos Menem, al disponer el nombramiento de vocales de estrecha relación con el círculo íntimo de Lole. Pero los nombres que Biagioni logró imponer permanecieron conviviendo con el “nuevo esquema”, o más bien complementándolo. Entre los allegados al ex Subsecretario de Logística en el órgano de control, se encuentra su esposa, Alejandra Nieto, quien es una de las empleadas del Tribunal en la Gobernación de Santa Fe. También figura la CPN Silvia Zonta, a cargo de la Delegación Fiscal del Tribunal en la Dirección de Administración de la Gobernación. Zonta desarrolla un estilo similar al de Biagioni: Jamás controló las compras directas que se repitieron sistemáticamente al menos durante ocho años, entre empresas fantasmas y Gobernación, pese a que las mismas pertenecían a familiares de empleados de la Dirección. Cuando Tercer Mundo consultó a la “auditora”, esta se negó a explicar las causas de las compras ilegales. Su responsabilidad es evidente. 

El último mandato de Carlos Reutemann sigue dando que hablar en materia de compras directas ilegales, aprobadas en las mismas oficinas de la Casa Gris, silenciadas por funcionarios del Tribunal de Cuentas por una cuestión de “conveniencia familiar”. Resta saber si las actuales autoridades del Ministerio de Gobierno tomarán las medidas necesarias para erradicar estas verdaderas asociaciones ilícitas, que disfrutan con total impunidad de los dineros públicos, o si, como en el caso de los otros funcionarios denunciados por actos irregulares, terminarán siendo premiados con traslados a otras dependencias, para “cubrir” su responsabilidad mientras “amaina la tormenta”.

Así, lo denunciado constituyen, en principio, hechos objetivos que merecen la investigación administrativa correspondiente. En este sentido, el Estatuto General de la Administración Pública - Ley 8.525 - establece severas sanciones (Art. 53º) para el personal que se encuentre incurso en el incumplimiento de las obligaciones del Artículo 13° de ese cuerpo normativo, llegando incluso a considerar causa de cesantía el quebrantamiento de las prohibiciones establecidas en su Artículo 14°.

Es, también, el Decreto 10.204/85, que reglamenta las actuaciones administrativas de la Administración Pública, la norma que, con el fin de aventar toda sospecha sobre la actuación de sus funcionarios, establece la obligación de excusarse de intervenir cuando se encuentre comprendido en algún tipo de incompatibilidad como las descriptas en la denuncia.

Asimismo, este mismo plexo normativo establece en su Artículo 69º in fine, que “la autoridad que corresponda encomendará de inmediato el cumplimiento de la diligencia a otro funcionario, empleado o agente de la Administración”, lo cual debería, a esta hora, estar resuelto por el Tribunal de Cuentas de la Provincia.
Junto a la información recibida, se nos adjunta otra documental que indicaría que la operatoria de usar contactos del gobierno, crear empresas ad-hoc para proveer al Estado, y “gozar” del relajamiento de los controles internos garantizados por amigos o familiares para abultar el rédito, eventualmente en perjuicio del erario público, continúa practicándose.

Ante ello, entendemos se impone recabar la pertinente información del Poder Ejecutivo, para aventar sospechas, garantizar mayor dosis de transparencia y llevar tranquilidad a los contribuyentes, acerca de la inversión de los dineros públicos.

Ley n°  8.525 – Estatuto General de la Administración Pública

Art. n° 13 inc. l) “Excusarse de intervenir en todo aquello en que su actuación pueda originar intrerpretaciones de parcialidad o concurra incompatibilidad moral.”

Art. n° 14 Queda Prohibido al personal:

inc. d) “Mantener vinculación que le represente beneficios u obligaciones con entidades directamente fiscalizadas por la dependencia donde presta servicios.”

Decreto 10.204/58 “Reglamento de Actuaciones Administrativas”

Del personal de la Administración

Art. 67.- Queda absolutamente prohibido al personal de la Administración Provincial, incluido el de sus organismos descentralizados o autárquicos, el actuar en forma directa o indirecta en el diligenciamiento de trámites ante la repartición en que preste servicios o en cualquier otra de la Administración Provincial, en los siguientes casos:

1. Cuando tenga relación de dependencia con una o varias de las partes interesadas en la gestión. 

2. Cuando, aún sin tener relación de dependencia, el trámite refiera a una gestión sobre compras, ventas, concesiones o contrataciones en una actividad industrial o comercial a la que el empleado se encuentre ligado por actividad que desarrolle fuera de la Administración. 

3. En el caso de profesionales abogados, contadores públicos, procuradores, escribanos, etc, en el diligenciamiento en representación de terceros, de gestiones o actuaciones que tramiten ante la propia repartición en que presten servicios o ante el Ministerio del cual dependa dicha repartición, exceptuándose los casos en que se obre por mandato judicial. 

Art. 68.- Queda prohibido, asimismo, al personal de la Administración Provincial, el intervenir en forma directa o indirecta en cualquier otra acto, operación o negocio que resulte evidentemente incompatible con la corrección y necesaria prescindencia que exige el buen desempeño de la función pública, y especialmente, el valerse de la posición que se ocupe, merced al cargo que se desempeñe, para exigir o recomendar la realización de adquisiciones, contratos o cualquier otro acto, administrativo o particular, que pueda reportarle un beneficio que de otro modo no lo lograría.

Art. 69.- Cuando un funcionario, empleado o agente de la Administración se encuentre comprendido en alguna de las incompatibilidades prescriptas precedentemente y sea llamado a intervenir o, bajo su firma, deba producir informes, dictámenes o realizar otras diligencias en alguna gestión o actuación en la cual su opinión pueda influir ante la autoridad que deba resolver, será su obligación excusarse de intervenir.

En este caso, la autoridad que corresponda encomendará de inmediato el cumplimiento de la diligencia a otro funcionario, empleado o agente de la Administración.
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